
María Olivia Mönckeberg presentó nuevo libro 
La privatización de las universidades: 
“Los datos hablan por sí solos”

Más  de  80  entrevistados,  la  revisión  exhaustiva  de  variada 
documentación sobre sociedades, corporaciones y fundaciones y una mirada 
aguda sobre el presente y el pasado son los ingredientes que se despliegan en 
las  más  de  600  páginas  del  nuevo  libro  de  la  periodista  María  Olivia 
Mönckeberg:  “La  privatización  de  las  universidades.  Una  historia  de 
dinero, poder e influencia”. El libro de Editorial Copa Rota fue  presentado 
este martes 29 de noviembre en la Biblioteca Nacional. 

Patricio  Fernández,  representante  de  Copa  Rota,  está  orgulloso  del 
segundo  libro  que  publica  la  Editorial.  “Es  una  investigación  acabada, 
profesional,  talentosa.  Es  una  historia  muy  bien  contada”,  dijo  en  la 
presentación  de  “La privatización  de  las  universidades.  Una  historia  de 
dinero, poder e influencia”, de la periodista María Olivia Mönckeberg.

El libro, fruto de una investigación de dos años, narra la historia de la 
transformación del sistema universitario desde el Golpe de Estado a la fecha, 
develando “el  armado del  poder”,  como calificó  Fernández:  “Quienes están 
detrás  de  las  universidades,  coinciden  con  quienes  están  detrás  de  las 
empresas y de las organizaciones religiosas”, aludiendo a los dos libros más 
recientes de  la  autora:  “El  saqueo de los  grupos económicos  al  Estado 
chileno” y “El Imperio del Opus Dei”.

María  Olivia  Mönckeberg  relata  que al  comenzar  la  investigación,  “la 
idea era configurar el mapa del actual sistema universitario. Pero durante la 
investigación me fui entusiasmando con contar la historia, con profundizar en lo 
que pasó, pensando en los jóvenes, en mis alumnos, en mis hijos y nietos”.

El libro nos lleva a la historia del modelo económico, social y político que 
se implantó en Chile entre septiembre de 1973 y marzo de 1990, y hace las 
conexiones con el  presente.  Se observa  también la  trayectoria   de quienes 
fueron dirigentes designados a fines de los años ’70 y durante los ’80 y  que 
después en democracia llegaron al Parlamento. “Hicieron carrera” en el sistema 
universitario: fueron dirigentes de las organizaciones estudiantiles designadas 
por  los  rectores  delegados;  muchos  de  ellos  pasaron  por  la  Escuela  de 
Chicago, por el gremialismo y dieron origen a la UDI. 

Varios están hoy tras las sociedades que controlan las universidades 
privadas.  Aparecen  en  esta  historia  nombres  como  los  de  Ernesto  Silva 
Bafalluy, Joaquín Lavín, Cristián Larroulet, Pablo Longueira, Andrés Chadwick 
y Hernán Larraín. También se encuentran en las páginas de “La privatización 
de las Universidades. Una historia de dinero, poder e influencias” ex ministros 
de  Pinochet,  como  Hernán  Büchi,  Pablo  Baraona,  Sergio  Fernández 
Fernández, Ricardo García Rodríguez, René Salamé, Miguel Angel Poduje que 
han estado vinculados a  las principales universidades privadas del país.



Queda  en  evidencia  en  el  libro  que   los  protagonistas  de  las 
privatizaciones  durante  la  dictadura,  quienes  instalaron  la  base  del  modelo 
económico y político con Pinochet, siguen manteniendo plena vigencia en los 
directorios de las universidades, o en diversos grupos económicos. Y ejercen 
su  influencia  en  el  Parlamento  para  dejar  las  cosas  como  están.  Para 
garantizar que se mantenga “el legado” del dictador.

Por lo tanto, dice María Olivia Mönckeberg, “los datos hablan por sí solos 
no es cosa de ver complot o conspiraciones”.

 
Un negocio no declarado

Entre los muchos tópicos que aborda María Olivia Mönckeberg en esta 
“Historia de dinero, poder e influencias” está el contrapunto entre lo que dice la 
ley y la realidad: “Se dice que las universidades no tienen fines de lucro. Y 
resulta que acá está pasando lo que pasaba con las nulidades matrimoniales: 
una gran mentira social. Porque la mayoría de las privadas sí tienen lucro”. 

Para la autora, todo lo que ocurre en la educación superior es un tema 
público “de la máxima importancia”,  con el  agravante de que no está en el 
debate, no tiene espacios para discutirlo, hay más marketing y publicidad que 
información en todo lo que rodea al panorama universitario. Mönckeberg aboga 
porque “los clientes-estudiantes y sus padres tengan información y que ésta 
sea  transparente.  Que  los  jóvenes  no  se  encuentren  con  frustraciones  y 
deudas el día de mañana y que éste se convierta en un problema-país más 
difícil de resolver que el acceso a la educación”. 

“¿Cómo puede  ser  que  estos  alumnos-clientes  no  tengan  derecho  a 
formar  centros  de  estudiantes  en  algunas  universidades?”,  se  pregunta 
Mönckeberg. Y agrega: “Han puesto a los estudiantes universitarios en posición 
de  consumidores.  Pero  en  ese  sentido  también  es  fundamental  tener 
información y que ésta sea transparente”.

Patricio Fernández espera que éste sea el primer esfuerzo “de una larga 
lista de libros de periodismo de investigación. Nos queremos meter en las patas 
de  los  caballos”,  aseguró  en  la  presentación  del  libro  de  María  Olivia 
Mönckeberg. La periodista destacó la acogida  de Copa Rota, subrayando la 
libertad  de  expresión  y  edición  que  experimentó  a  lo  largo  de  su  trabajo 
periodístico. “Este libro no pasó por censura alguna, ni siquiera fue objeto de 
alguna indicación por parte del sello editorial”, indicó. 

El libro se lee con fruición, según Fernández. “Uno puede compartir o no 
las conclusiones de la autora, pero nadie puede quedar ajeno a los datos que 
entrega en el libro”. Muchos, dice, “al elegir una universidad, debieran leer este 
libro y quienes ya están estudiando, debieran leerlo para saber dónde están”.



La Educación después de 1973

Liceos DL 3166

La reforma educacional introducida en los años 80, cambió en forma radical la 
estructura del sistema educacional y con ello su financiamiento, cambiando de 
un sistema donde el Estado proveía los servicios de educación, a un sistema 
básicamente de mercado.

En  el  actual  sistema  educacional  chileno,  existen  tres  modalidades 
institucionales  de  establecimientos  financiados  por  el  Estado;  la  educación 
municipal,  los particulares subvencionados y los Estatales administrados por 
corporaciones, esta última modalidad se rige por el DL 3.166 de 29 de enero de 
1980, que autoriza la entrega de la administración de 70 establecimientos de 
educación  técnico  profesional  a  gremios  empresariales  o  corporaciones 
privadas  con  financiamiento  público  vía  convenio.  Estos  establecimientos 
quedan bajo la propiedad del Estado y sólo su administración  es entregada a 
privados. 

El  aporte  fiscal  para  estos  establecimientos  en  el  año  2004  fue  de 
$25.548.849.615, alcanzando 58.246 matrículas. Lo sorprendente de esto, es 
que para el Estado esta modalidad de financiamiento resulta ser más cara, en 
cerca de $4.700 millones, en comparación al financiamiento de los particulares 
subvencionados para el año 2004.

Pero eso no es todo, ya que el criterio utilizado en la fijación de los montos de 
los aportes fiscales a los liceos de administración -delegada del Decreto Ley 
3166  de  1980-  no  fue  claro,  fijándose  en  principio  según  el  número  de 
matrículas de 1980, en cuya fecha existían 78.000 alumnos, situación que fue 
cambiando en el  tiempo,  reduciéndose el  número  de  alumnos matriculados 
significativamente año a año, sin alterar el aporte fiscal; una muestra de ello es 
que  en  1990  existían  47.000  alumnos  en  este  sistema  y  el  aporte  fiscal 
correspondía al  número de matrículas del  año 80.  De este modo,  el  aporte 
fiscal creció significativamente a través de los años; a medida que el número de 
alumnos  iba  disminuyendo,  los  beneficios  de  administrar  estos 
establecimientos  iban  aumentando,  siendo  un  negocio  atractivo  y  con  alta 
rentabilidad, además de ser un sistema que incentivaba a reducir el número de 
matriculados. Esto se modificó a partir de 1998, estableciéndose que el monto 
anual  asignado  a  estos  establecimientos  no  podría  superar  a  los  aportes 
anuales entregados entre enero y agosto de 1997, en relación a la matrícula 
registrada al 30 de abril de 1996.

La  situación  no  sería  tan  dramática,  si  estos  liceos  mostraran  un  buen 
desempeño, pero lamentablemente no es así. Los resultados del SIMCE son 
categóricos  al  demostrar  que  en  estos  70  establecimientos  de  educación 
técnico-profesional se da la relación que a mayor aporte fiscal, peor resultado 
en la prueba SIMCE, situación injustificable pues, además de ser caros para el 
Estado,  son  ineficientes  en  su  desempeño,  haciendo  inútil  el  objetivo  de 
entregar la administración a manos privadas para una mejor gestión.



En 1990 estos establecimientos estaban administrados en su mayoría por la 
Confederación  de  la  Producción  y  de  Comercio  CPC;  actualmente  su 
administración  está  distribuida  de  la  siguiente  forma:  el  SNA administra  11 
establecimientos, CNC 11,  SOFOFA 5 y la Cámara de la Construcción 5.



Alternativas de Traspaso de la gestión de INACAP

1. VIA DIRECTA

a) Sustitución de los miembros activos del INACAP (Art. 560 del C.C.): La 
ejecución  de  esta  alternativa,  que  debe  efectuarse  mediante  reforma  de 
estatutos importa el retiro de la CORFO y el ingreso de la CPC

Ventaja:  La  CORFO  deja  de  tener  la  calidad  de  miembro  activo  y,  en 
consecuencia,  no debe efectuar  aportes ordinarios o extraordinarios para la 
mantención y funcionamiento del Instituto.

Dichos aportes deben ser efectuados por la CPC. Además el  ingreso de la 
misma puede quedar condicionado a que efectúe un aporte extraordinario, por 
el  momento  y  en  el  plazo  que  se  fije,  para  solucionar  el  problema  del 
endeudamiento del Instituto.

Desventaja: La CORFO pierde toda injerencia en la administración del Instituto.

b) Modificación  de  la  composición  e  integración  del  Consejo  Directivo: 
Conforme los estatutos, corresponde a la CORFO designar a seis de los siete 
miembros del Consejo Directivo de INACAP. La ejecución de esta alternativa, 
que también debe efectuarse mediante reforma de estatutos, importa que la 
CORFO, conservando su calidad de miembro activo, deja de tener  injerencia 
sustantiva en la administración del mismo, por cuanto el Consejo se integraría 
en forma mayoritaria por representantes de la CPC.

Desventaja: Además  del hecho  de que la CORFO pierde la administración del 
Instituto, ella, en su calidad de miembro activo, continúa obligada a efectuar 
aportes ordinarios y extraordinarios.

La implementación de cualquiera de esas alternativas debería estar unida a la 
circunstancia de que el propio INACAP y la CPC se incorporen como miembros 
cooperadores  - sin derecho a voto – de las restantes Institutos filiales de la 
CORFO y se comprometieran,  mediante la  celebración de un convenio con 
cada uno de ellos a efectuarles aportes o erogaciones por los montos y durante 
el lapso de tiempo que se fije.

El pago de esos aportes o erogaciones se caucionaría con garantías reales o 
mediante  la  designación  de  un  director  de  la  CORFO  en  el  INACAP,  con 
facultades similares a las que contempla el DL. 1.068.

Tales pagos constituirían el  “precio” del  ”traspaso”  del  INACAP a la CPC y 
serían, en definitiva el beneficio indirecto que la CORFO puede obtener de esta 
operación. 
La  figura  anteriormente  descrita,  evita  la  ilicitud  de  una  pago  directo  a  la 
CORFO y no se opone a los fines de la CPC o del propio INACAP.



2. VIA INDIRECTA

a) Creación de una sociedad comercial  con fines educacionales
b) Creación de una sociedad gestora del patrimonio y función de INACAP
c) División de INACAP en corporaciones filiales.

a) Creación de una sociedad comercial  con fines educacionales

Las  eventuales  utilidades  que  produzca  la  sociedad  serían  íntegramente 
destinadas por la CPC a la adquisición de las acciones que corresponderían a 
INACAP

Entre INACAP, la  CPC y una filial  de  esta,  se constituirá  una sociedad en 
comandita por acciones con fines educacionales.

INACAP suscribiría acciones que enteraría con el aporte de gran parte de su 
activo y la CPC o su entidad filial serían los gestores.
En el patrimonio de INACAP sólo quedarían bienes suficientes para responder 
de sus compromisos financieros.

Ventaja: INACAP conserva, de un modo indirecto, el dominio de sus bienes. La 
nueva entidad nacerá sin problemas de endeudamiento.

Desventaja:  Los derechos patrimoniales que correspondan a INACAP en su 
calidad de accionistas no pueden, bajo ningún aspecto, ser traspasados a la 
CORFO (Dividendos, precio de venta de las acciones y derechos al tiempo de 
disolución de la sociedad).  Tales bienes,  por disposición legal  y estatutaria, 
pasarán a dominio del Estado, con la obligación de destinarlos a fines análogos 
una vez que se produzca la disolución de la corporación.

Inconveniente Jurídico: Conforme a sus estatutos, Inacap puede concurrir a la 
creación  de  sociedades y  efectuar  aportes  a  las  mismas.  Sin  embargo,  tal 
autorización supone la creación de dichas sociedades debe tener como único 
objeto complementar la labor que, por disposición estatutaria, debe desarrollar 
INACAP para la consecución de sus fines y, en ningún caso, ser sustitutiva de 
ésta.

Si el Consejo Superior dispusiera la creación de una sociedad que tiene por 
objeto sustituir INACAP en la consecución de sus fines estatutarios, tal acto 
adolecería de nulidad absoluta y la CORFO, además podría ser sancionada 
con la cancelación de la personalidad jurídica por la autoridad (Art. 553 y 559 
del C.C.) 

b) Creación de una sociedad gestora del patrimonio y función de INACAP



Se creará una sociedad entre INACAP y la CPC, con participación mayoritaria 
de  ésta  última,  cuyo  objeto  sería  administrar  los  bienes  del  Instituto  y 
desarrollar, por cuenta de éste, la labor educacional que al mismo corresponde. 
Con posterioridad, INACAO celebraría un convenio con dicha sociedad con los 
siguientes objetivos:
• Encomendarle la gestión educacional
• Darle en comodato los bienes necesarios con tal objeto y, 
• Fijar el honorario que percibiría la sociedad

Ventaja: Opera el “traspaso” de la gestión de INACAP sin que ésta pierda el 
dominio de sus bienes.

Desventajas: La transferencia de la gestión del INACAP por esa vía importa, 
además de ese hecho,  un  sacrificio  pecuniario  para ese Instituto  o  para  la 
CORFO, que deben pagar el  correspondiente honorario sin que se divise el 
beneficio directo que éstos percibirán.

Al  igual  que  el  caso  anterior,  se  produce  el  mismo  problema  jurídico  allí 
comentado.

c) División de INACAP en corporaciones filiales

INACAP se  dividiría  en  Corporaciones  de  derecho  privado  que  tendrían  el 
carácter de filiales, con participación del mismo Instituto y de la Concertación.

Esta alternativa supone que la Confederación debe efectuar aportes de capital 
a las filiales que se creen, las que tendrían el carácter de zonales o regionales. 
Asimismo, supone que el patrimonio del Instituto matriz, una vez concluida la 
creación de filiales, quedaría conformado únicamente por los bienes suficientes 
para responder de sus deudas y pagadas que sean éstas, se disolvería.

Ventaja: 
• Permite  el  traspaso de la  gestión de Inacap a la  Confederación por 
etapas.
• INACAP matriz, en tanto no se disuelva, no pierde totalmente el control 
de  las  filiales  traspasas,  pues  i  bien  éstas  deben  ser  administradas 
mayoritariamente  por  a  Confederación,  aquel  se  reservaría  el  derecho  a 
designar un Director con facultades similares a las que contempla el D.L
• Permite mantener el nombre del Instituto.
• Las entidades que se creen, por carecer de fines de lucro, se ajustarían 
al objeto de la Confederación y de INACAP.

Desventajas: INACAP pierde el dominio de sus bienes que aporte a la filial, sin 
que obtenga beneficio pecuniario alguno por ello.

ALTERNATIVAS DE COMPENSACION INACAP











ANEXO 1
MODIFICACION CONVENIO PRESTACION SERVICIOS INACAP

Con fecha 19 de Junio de 1990, don René Abeliuk Manasevich elabora una 
carta al  Señor Manuel  Feliú Justiniano -entonces presidente de la CPC- en 
donde se adjunta el proyecto de Modificación de Convenio de Prestación de 
Servicios INACAP. Indicándose que una mayor participación en el Directorio de 
INACAP, por parte de la CORFO significará mejorar las posibilidades para las 
labores del Instituto , así como el aumento de los valores de servicios que se 
proponen, representarán una positiva contribución en el común propósito de 
ensanchar  la  capacitación  profesional  que  tanto  necesita  la  industria,  el 
comercio y la actividad económica del país.

DISTRIBUCION DE LOS VALORES PROPUESTOS

Según  Proyecto  de  Acuerdo,  se  autoriza  al  Vicepresidente  Ejecutivo  para 
concurrir con el INACAP a modificar el Convenio de Prestación de Servicios 
Educacionales celebrado por escritura  de 10 de Julio de 1988, ante el Notario 
de Santiago don Hugo Figueroa Figueroa en el sentido de modificar su cláusula 
4° en la forma siguiente:

a. Se aumenta el valor total de los servicios educacionales que INACAP 
se obliga a prestar de UF 78.110,01 a UF 94.633

b. Se eleva el valor de los servicios que INACAP deberá prestar en los 
años 1990, 1991 y 1992 de  UF 60,01; UF 120 y UF 180, respectivamente, a 
las cantidades de UF 2.006; UF 4.012 y UF 5.015, respectivamente y en los 
años 1993 a 2002 de UF 7.775 a UF 8.360 para cada uno de esos años.
  
Los  valores  señalados  se  han  determinado  considerando  que  actualmente 
INACAP cobra un valor aproximado de UF 1.672 por hora de capacitación y 
que los cursos con SERCOTEC tienen una duración promedio de 20 horas por 
lo que cada curso costaría en promedio UF 33,44.

CUADRO Nº 1
DISTRIBUCION DE LOS VALORES PROPUESTOS

AÑO Nº CURSOS MONTO EN UF
1990 60 2.006
1991 120 4.012
1992 150 5.015
1993 250 8.360
1994 250 8.360
1995 250 8.360
1995 250 8.360
1995 250 8.360
1996 250 8.360



1997 250 8.360
1998 250 8.360
1999 250 8.360
2000 250 8.360
2001 250 8.360
2002 250 8.360
 

Por otra parte, se estima conveniente que la Corfo vuelva a tener la calidad de 
miembro activo de INACAP, junto con la facultad de designar en su Consejo 
Directivo a cuatro miembros que nombraría el Vicepresidente Ejecutivo. Para 
conseguir tal propósito en el Proyecto de Acuerdo se contempla un párrafo en 
cuya virtud se solicitaría de INACAP la modificación de sus estatutos en el 
sentido antes indicado.



ANEXO 2

CLAUSULA CUARTA 
CONVENIO DE PRESTACION DE SERVICIOS 

INACAP - CORFO







ANEXO 3

Modificación de la forma de pago de la deuda que mantiene vigente 
para con al Corporación el Instituto Nacional de Capacitación

Informe Fiscalía

Por escritura pública de 28 de Junio de 1988, otorgada ante Notario Público 
Gonzalo  Hurtado  Morales,  el  INACAP  reconoció  adeudar  a  la  Universidad 
Católica de Valparaíso la  suma de UF 4.973,17 por  concepto de rentas de 
arrendamiento  insolutas,  relativas  al  inmueble  ubicado  en  la  Av.  Argentina 
N°868,  de  la  ciudad  de  Valparaíso,  entonces  propiedad  de  la  aludida 
Universidad.

Por  escritura  pública  de  14  de  Septiembre  de  1988,  otorgada ante  Notario 
Antonieta Mendoza Escala, la Universidad Católica de Valparaíso dio en pago 
de sus obligaciones a la CORFO el crédito y el inmueble antes referidos, de tal 
forma  que  la  CORFO  pasó  a  ser  acreedora  de  INACAP  por  la  suma  de 
UF4.973,17.

Por  otra  parte,  por  Acuerdo N°1322 de Diciembre de  1988 del  Consejo se 
autorizó  al  Vice-presidente  Ejecutivo  para  a  manifestar  la  voluntad  de  la 
CORFO de renunciar a la calidad de miembro activo del INACAP, autorización 
que sólo puede ser ejercida si INACAP se obliga mediante la suscripción de un 
convenio,  a impartir  enseñanza técnico – profesional gratuita a favor de las 
personas o entidades que la CORFO señale por un período no inferior a 12 
años y con un costo aproximado para el  Instituto de $ 350.000.000.-  en su 
equivalente a UF.

INACAP ha solicitado a la CORFO que su obligación antes aludida, en vez de 
pagarse  en  dinero  sea  satisfecha  mediante  la  prestación  de  servicios 
educacionales  por  un  monto  equivalente  a  la  suma  adeudada,  el  cual  se 
incorporará al valor por el cual el Instituto debe prestar servicios educacionales 
según el Convenio a que dará origen el Acuerdo N°1322. 

Teniendo presente lo expuesto, se autoriza al Vice-presidente Ejecutivo para 
modificar  en cuanto a la forma  de su pago, la obligación que tiene pendiente 
para  con  la  CORFO  el  INACAP,  derivada  de  las  escrituras  públicas  de 
reconocimiento de deuda y dación en pago otorgadas el 18 de Junio y 14 de 
Septiembre de 1988, ante los Notarios Gonzalo Hurtado Morales y Antonieta 
Mendoza Escalas, respectivamente. Dicha obligación será pagada a la CORFO 
mediante  la  prestación  de  servicios  educacionales  gratuitos  por  parte  de 
INACAP, en los términos que se estipulen en el convenio a que se refiere el 
Artículo 4 letra B del Acuerdo de Consejo N°1322 de 13 de Diciembre de 1988. 



ANEXO 4

“EVALUACIÓN CRÍTICA DE POLÍTICAS, PRINCIPIOS Y OBJETIVOS DE 
INACAP, FORMULADO POR EL ACTUAL CONSEJO DIRECTIVO DE 

INACAP”
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Instituto Nacional de Capacitación INACAP

Nombre: Instituto Nacional de Capacitación (INACAP)

Constitución: Constituida por escritura pública de fecha 4 de Agosto de 1966, 
comparecen Fernando Léniz Cerda (SERCOTEC) y Raúl Sáez Sáez (CORFO) 
quienes constituyen la Corporación de Derecho Privado, denominada “Instituto 
Nacional de Capacitación” INACAP.

Patrimonio: A la fecha de creación del Instituto el patrimonio estaba constituido 
por:
• Los bienes cuyo dominio le transfieran la CORFO y SERCOTEC, en 
pago de aportes extraordinarios.
• Los aportes ordinarios que la CORFO, SERCOTEC y otras entidades le 
efectúen en al forma que establezcan los estatutos del Instituto.
• Los  aportes  que  haga  el  Fisco  u  otras  entidades  estatales,  para 
estatales o privadas.
• Las erogaciones que con fines específicos le hagan entidades privadas 
nacionales o extranjeras.
• Las entradas que perciba por prestación de servicios.
• Los  aportes  que  le  hagan  Gobiernos  y  entidades  extranjeros  u 
organismos internacionales, respetando los procedimientos que para ese fin 
fijan las leyes chilenas.

Administración: A la fecha de creación del Instituto la administración  estaba 
conformada por:
• El Vice-presidente de la CORFO o su representante, quién lo presidirá,
• Un representante del MINEDUC,
• Un representante del Ministerio del Trabajo y Previsión Social,
• Dos representantes de la CORFO,
• Un representante del SERCOTEC, designado entre los Consejeros de 
la CORFO en el Directorio de dicho servicio,
• Un representante del Consejo de Rectores,
• Dos representantes titulares y tres suplentes de la CORFO,
• Dos representantes del sector laboral, designados por el Ministerio del 
Trabajo.

Modificación de Constitución:

29  de  Septiembre  de  1966:  La  escritura  pública  fue  modificada  por 
observaciones hechas por el Consejo de Defensa del Estado de la época ante 
Notario Luis Azócar Alvarez.

4 de Noviembre de 1966: El gobierno de la época aprobó la existencia legal de 
INACAP según consta del Decreto Supremo N° 2541 del Ministerio de Justicia, 
publicado en el Diario Oficial con fecha 4 de Noviembre de 1966 que concedió 
la personalidad jurídica correspondiente.



30 de Julio de 1981: Se efectúa sesión extraordinaria del Consejo Directivo de 
INACAP en el cual se acuerda modificar los estatutos. 

30 de Septiembre de 1981: Escritura pública de modificación de estatutos ante 
Notario  Gonzalo  Hurtado  Morales.  En  esta  modificación  no  variaron  los 
miembros  activos,  esto  es,  la  CORFO  y  SERCOTEC.  Se  eliminó  a  los 
representantes  de  otras  entidades  y  se  agregó  a  un  representante  del 
Ministerio de Educación. Reforma aprobada el 2 de Diciembre de 1981.
27 de Marzo de 1986: Sesión extraordinaria del Consejo Directivo de INACAP, 
en donde por unanimidad de sus miembros, dicho Consejo acordó modificar los 
estatutos y el texto refundido. Acta reducida a escritura pública con fecha 12 de 
Mayo de 1986 ante Notario Gonzalo Hurtado Morales.

6 de Enero de 1987: Se incorpora una modificación a instancias del Ministerio 
de Justicia. Se aumenta la composición del Consejo Directivo en dos miembros 
más en representación de CORFO. Así consta en el Decreto Supremo N°86 de 
23  de  Enero  de  1987  del  Ministerio  de  Justicia  en  donde  se  aprueba  las 
referidas reformas. Con fecha 10 de Marzo de 1987 se publica en el Diario 
Oficial.  

La administración del Instituto estaría integrada por:
• El Vice-presidente de la CORFO o su representante, quién lo presidirá,
• Un representante del MINEDUC,
• Un representante del Ministerio del Trabajo,
• Dos representantes de la CORFO,
• Un representante del SERCOTEC, designado entre los consejeros de 
la CORFO en el directorio de dicho servicio,
• Un representante del Consejo de Rectores,
• Dos representantes de los sectores empresariales,
• Dos representantes del sector laboral designados por el Ministerio del 
Trabajo.

25  de  Enero  de  1989:  Se  efectúa  una  sesión  extraordinaria  de  Consejo 
Directivo de INACAP, reducida a escritura pública, en la cual por unanimidad 
de sus miembros se acuerda una nueva modificación de sus estatutos de la 
CORFO, motivada por la renuncia a su calidad de miembro activo formulada 
por  CORFO .  En  reemplazo  de  los  miembros  renunciados,  ingresan  como 
miembro  activos  personeros  de  la  Confederación  de  la  Producción  y  el 
Comercio (CPC) y de la Corporación Nacional  Privada de Desarrollo Social 
(CNPDS). Mediante escritura pública de fecha 25 de Agosto de 1989 se acordó 
modificar la composición del Consejo Directivo. Con fecha 30 de Octubre de 
1989, se concluyen las modificaciones.

2  de  Noviembre  de  1989:  Por  Decreto  Supremo  N°1235  del  Ministerio  de 
Justicia se aprueban  las reformas. Se publica en Diario Oficial con fecha 13 de 
Diciembre de 1989.
 
TRASPASO DE INACAP



La  situación  patrimonial  de  INACAP fue  analizada considerando el  balance 
general  al  31  de  diciembre  de  1987,  debidamente  actualizado  en  1988, 
estimándose  que el valor del patrimonio a la época en que se plantearon las 
decisiones era de aproximadamente $ 4.000.000.000

No  obstante  lo  anterior,  el  valor  de  los  cursos  que  INACAP  se  obligó  a 
proporcionar  en virtud  del  Convenio antes  mencionado fue estimado en el 
propio instrumento de formalización en la cantidad de $374.000.000

Acuerdo de Consejo Nº 1322 
Fecha: 13 de Diciembre de 1988

Por Acuerdo de Consejo N°1322 de 13 de Diciembre de 1988, el Consejo de la 
Corfo  autorizó  al  Vicepresidente  para  aprobar  las  modificaciones  de  los 
estatutos de la manera que sigue:

a) Permitir el ingreso en calidad de miembros activos de la Confederación 
de la Producción y del Comercio (CPC) y de la Corporación Nacional Privada 
de Desarrollo Social (CNPDS), organismo este último formado por SONAMI, 
SNA, SOFOFA, Asoc. Nacional de Bancos, Cámara Nacional de Comercio y la 
Cámara Chilena de la Construcción.
b) Establecer que el Consejo Directivo se integrará por un representante 
de  la  CPC,  de  cinco  representantes  de  la  CNPDS  y  uno  del  Servicio  de 
Cooperación Técnica (SERCOTEC).  

Además el referido Consejo autorizó al Vice Pdte. Ejecutivo para renunciar en 
nombre  y  representación  de  Corfo,  a  su  calidad  de  miembro  activo  del 
INACAP. Como resultado de este proceso Corfo quedó sólo con una presencia 
indirecta en INACAP, en cuanto SERCOTEC se mantuvo como miembro .

Las  autorizaciones  referidas  quedaron  condicionadas  a  las  siguientes 
circunstancias:
• Que  la  CORFO  no  adquiera  o  conserve  obligación  estatutaria  o 
contractual con INACAP o sus acreedores. 
• Que INACAP, una vez en manos de sus nuevos directivos, se obligue a 
impartir enseñanza a favor de personas o entidades que señale la CORFO . 

Lo acordado se formalizó en los siguientes documentos:
1. Modificación de Estatutos de INACAP que consta de escritura pública 
de  25  de  Agosto  de  1989  ante  Notario  Público  Aliro  Veloso  aprobada  por 
Decreto  Supremo N°1235,  del  Ministerio  de  Justicia,  publicado en el  Diario 
Oficial de 13 de Diciembre de 1989;
2. Convenio  de  Prestación  de  Servicios  Educacionales  pactado  en 
escritura pública de 10 de Julio de 1989 ante Notario Hugo Figueroa Figueroa.
 
Sesión  Extraordinaria  del  Consejo  Directivo  de  INACAP  “Modificación  de 
Estatutos de INACAP” 
Fecha: 25 de Agosto de 1989



Por unanimidad de sus miembros se  acuerda modificar  los  Estatutos  de la 
Corporación,  motivada  por  la  renuncia  a  su  calidad  de  miembro  activo 
formulada por CORFO . En reemplazo de los miembros renunciados, ingresan 
como miembros activos personeros de la Confederación de la Producción y el 
Comercio (CPC) y de la Corporación Nacional  Privada de Desarrollo Social 
(CNPDS). 

Como  consecuencia  de  la  renuncia  aludida  y  del  ingreso  de  los  nuevos 
miembros,  se acordó modificar  la composición del  Consejo Directivo el  que 
quedó formado por:

1. Un representante de la Confederación de la Producción y del Comercio.
2. Cinco representantes de la Corporación Nacional Privada de Desarrollo 
Social
3. Un representante del Servicio de Cooperación Técnica designado de 
entre los Consejeros de la CORFO en el Directorio de dicho servicio.

El acta referida se redujo a escritura pública el 30 de Octubre de 1989, ante el 
Notario  Aliro  Veloso.  Esta  modificación  a  los  estatutos  de  INACAP no  fue 
aprobada primeramente  por  el  Ministerio  de Justicia,  aduciéndose para ello 
razones meramente formales. Así consta del Informe Nº 002009 de fecha 25 de 
Octubre  de  1989  emanado  de  dicho  Ministerio.  Posteriormente  y  una  vez 
subsanadas  las  observaciones,  el  Consejo  de  Defensa  del  Estado,  en  su 
informe  pertinente  concluye:  “Las  modificaciones  propuestas  no  alteran  los 
objetivos de la  institución y no contienen  nada contrario  a  la ley,  al  orden 
público ni a las buenas costumbres, por lo cual este Consejo estima que no hay 
inconvenientes para que sean aprobadas”.

Posteriormente el 2 de Noviembre de 1989, por Decreto Supremo N°1235 del 
Ministerio  de  Justicia  se  aprobaron las  reformas,  publicándose en el  Diario 
Oficial la modificación de estatutos el 13 de Diciembre de 1989 .

Convenio de Prestación de Servicios entre el Instituto Nacional de Capacitación 
y  Corporación de Fomento de la Producción
Fecha: 10 de Julio de 1989

Antecedentes:
• Acuerdo de Consejo N°1322 de 13 de Diciembre de 1988
• Acuerdo de Comité Ejecutivo de Créditos N°4530 de 20 de de Junio de 
1989
• Resolución Exenta N°867 de 20 de Diciembre de 1989

Este convenio fue suscrito por escritura pública de fecha 10 de Julio de 1989 
ante  el  Notario  Sr.  Hugo  Figueroa  F.  bajo  denominación  de  “Convenio  de 
Prestación  de  Servicios  entre  el  Instituto  Nacional  de  Capacitación  y  la 
Corporación de Fomento de la Producción”. Por el primero de los contratantes, 
compareció  don  Manuel  Feliú  Justiniano   y  por  la  segunda  el  Coronel  de 
Ejército don Guillermo Letelier Skinner, en su calidad de Ministro Vice Pdte. 
Corfo. Se señala que el objeto de este convenio será “impartir a favor de las 



personas que la Corfo señale, servicios educacionales gratuititos en carreras 
técnicas y en cursos de capacitación y desarrollo empresarial”.  

El precio o valor de este convenio ascendió a UF 78.100,01  que se concluirán 
de cancelar el año 2002 y en las siguientes condiciones:

a) Durante  los  períodos  académicos  entre  los  años  1990  a  1992,  los 
servicios  educacionales  que  prestará  INACAP deberán  ser  equivalentes  en 
moneda corriente  a UF 60,01 para el año 1990; a UF 120 para el año 1991 y a 
UF 180 para el período académico del año 1992. 
b) A contar del año 1993, este convenio obliga a INACAP a impartir la 
enseñanza referida  en  sus  objetivos  por  un  monto  equivalente  a  UF 7.775 
anuales concluyendo el año 2002.

En caso que la Corfo no ocupare totalmente el cupo que le corresponde para 
un año determinado, podrá acumularlos para ser ocupados en los años 2003 y 
2004, como límite.

En caso que INACAP no cumpliere con cualquiera de las obligaciones que 
contrae por esta escritura o retardare su cumplimiento, la Corfo podrá exigir, a 
título de multa, en dinero efectivo, una cantidad equivalente al 10% de la suma 
total indicada en la cláusula cuarta del Convenio . Lo anterior, sin perjuicio del 
derecho  de  la  Corfo  para  exigir,  a  su  arbitrio,  el  cumplimiento  de  las 
obligaciones contraídas o la indemnización de perjuicios correspondiente y de 
los  demás  derechos  que  pudieren  corresponderle  conforme  a  las  reglas 
generales.

Los comparecientes dejan constancia que del total (esto es UF 78.110,01), UF 
4.973,17  corresponden  al  crédito  que  INACAP  reconoció  adeudar  a  la 
Universidad Católica de Valparaíso mediante escritura pública de 28 de Junio 
de 1988, posteriormente cedido a la Corfo mediante escritura pública de dación 
en pago de 14 de Septiembre de 1988  cuya forma de pago fue autorizada 
modificar según este Convenio según Acuerdo N°4.520 de Junio de 1989 del 
Comité Ejecutivo de Créditos de la Corfo . 

Informe de CORFO

Según Informe emanado de CORFO, la Confederación de la Producción y del 
Comercio y la Corporación Nacional Privada de Desarrollo Social ingresaron al 
INACAP  sin  ningún  pago,  mediando  tan  sólo  un  acto  administrativo  del 
Vicepresidente Ejecutivo de la Corfo don Guillermo Letelier Skinner. 

La única obligación que contrajeron los nuevos socios activos fue el  “Contrato 
de  Prestación  de  Servicios  Educacionales”  atendido  el  hecho  que  las 
obligaciones más relevantes empezarían a contar del año 1993. Además, los 
nuevos socios no se obligan a invertir en INACAP, pero actúan sin límites en su 
dirección, en sus servicios institucionales, en su infraestructura y en su relación 
con los trabajadores y alumnos. 



Con respecto a los bienes de INACAP adquiridos en la forma ya señalada, 
debe tenerse presente  que de conformidad a la modificación de sus estatutos, 
según consta de escritura pública de fecha 12 de Mayo de 1986, se estipula en 
el art. 15 letra e que el Consejo Directivo podrá “adquirir, gravar, enajenar a 
cualquier  título  toda  clase  de  bienes  inmuebles”.  Esto  significa  que  dicho 
Consejo está facultado para enajenar el activo de INACAP.

El  valor  del  patrimonio  de  INACAP  al  momento  en  que  se  tomaron  las 
decisiones relativas a su privatización superaban los $4.000.000.000 tomando 
como base el balance del INACAP, referido a Diciembre de 1987, actualizado a 
la época del retiro de Corfo. 

El “Convenio de Prestación de Servicios Educacionales” contempló para sus 
obligados  un  monto  de  UF  78.110,01  lo  que  representó  a  la  época  de 
celebración un monto aprox. de $350.000.000 en prestaciones educacionales 
prometidas celebrar hasta 2002.

Además a ese valor de $350.000.000 ya bajo, se le imputó el crédito que la 
CORFO había adquirido de la Universidad Católica de Valparaíso mediante 
escritura Pública  de 28 de Junio de 1988 y que ésta tenía contra INACAP por 
rentas impagas de arrendamiento de su sede en Valparaíso (Ver Anexo 2). Ese 
crédito,  por UF 4.973,17 había sido cedido por esa Universidad a Corfo en 
pago de una deuda que la primera tenía con esta última. 

Corresponde señalar además que el D.L. Nº1.068 de 1975, autoriza a CORFO 
solamente  para  enajenar  los  bienes  de  su  patrimonio,  cualquiera  fuere  su 
naturaleza, siempre a titulo oneroso. En el presente caso se está en presencia 
de  una  contravención  a  esta  norma  al  haberse  enajenado  los  derechos 
patrimoniales  que  le  confiere  CORFO  a  INACAP  en  forma  gratuita  y  de 
donación encubierta. La contravención anterior resulta clara porque las únicas 
donaciones que puede hacer CORFO y siempre vinculadas a una función de 
fomento, es al sector público, según D.L. Nº1939 de 1977 y, en este caso, la 
enajenación se hizo indiscutiblemente a una institución privada por lo que no se 
aplica el D.L. 1939 sino el 1068 que prohíbe las donaciones a privados.

El  perjuicio para CORFO y el  Estado deriva de haberse desprendido de un 
órgano de capacitación como INACAP .

EXPOSICIÓN DE DIRECTOR DE CENDA, MANUEL RIESCO.
Sesión de la Comisión Investigadora Cámara de Diputados, 9 marzo, 2005
Notas sobre la Privatización de la Educación en Chile

Quisiera agregar  que la privatización afectó no sólo a  las empresas que la 
Comisión plantea, sino también a los servicios sociales, y con grave perjuicio 



para el país. Por ejemplo, poco se ha dicho de la gran responsabilidad que, en 
relación  con  el  sistema  público  de  educación,  cabe  a  las  privatizaciones 
efectuadas en la dictadura, reflejada en los malos resultados educacionales.

En  verdad,  el  revanchismo  de  la  dictadura  contra  el  sistema  educacional 
público  chileno  fue  bastante  feroz.  Como  se  recordará,  en  los  meses 
posteriores al golpe de Estado, las universidades y los colegios públicos fueron 
intervenidos  por  la  autoridad  militar.  Centenares  de  los  más  calificados 
académicos  y  docentes  fueron  exonerados,  y  no  pocos  de  ellos  engrosan, 
incluso,  las  listas  de  detenidos  ejecutados  o  exiliados  por  la  dictadura. 
Asimismo,  centenares  de  alumnos  fueron  expulsados.  Las  respetadas 
autoridades académicas del sistema público fueron reemplazadas por oficiales 
de  las  Fuerzas  Armadas.  Disciplinas  académicas  fueron  prohibidas,  libros 
fueron quemados, etcétera. Es decir, hubo toda una suerte de revancha contra 
el sistema público.

El desmantelamiento del sistema educacional público en los años posteriores 
se muestra en toda su crudeza a través de  un hecho del cual poco se habla en 
Chile:  durante la primera década de la dictadura, la matrícula,  en todos los 
niveles del sistema educacional, en los hechos fue con límite. En 1974 había 3 
millones 39 mil alumnos en el sistema educacional chileno. Por primera vez en 
la  historia  de Chile,  en 1982, es decir,  una década después, el  número de 
alumnos  se  había  reducido  a  2  millones  938  mil;  es  decir,  el  sistema 
educacional se encogió.

Se  llegó  a  este  extremo  en  cuanto  a  atentar  contra  las  instituciones,  las 
empresas,  el  sistema  educacional  y  los  servicios  públicos.  El  sector 
proporcionalmente  más  afectado  fue  el  de  las  universidades.  Éstas  vieron 
fuertemente reducida su matrícula, en casi 18 por ciento: de 143 mil alumnos 
en 1974, a 119 mil en 1982.

Es necesario considerar que durante todo el período del Estado desarrollista –
desde 1925 a 1973-, las matrículas totales crecieron a una tasa de 3,4 por 
ciento anual entre 1925 y 1963, ritmo que se aceleró a 5,6 por ciento anual 
entre 1964 y 1970, y a 8,9 por ciento anual entre 1970 y 1973.

En dictadura, en cambio, las matrículas totales disminuyeron a una tasa de 4 
por ciento anual hasta 1982, y a lo largo de todo el período dictatorial crecieron, 
en promedio, apenas 0,7 por ciento anual, lo que significa que, en la práctica, 
estuvieron estancadas.

Felizmente, entre 1990 y 2003 las matrículas han vuelto crecer a un ritmo de 
2,1 por ciento anual.

La de las privatizaciones fue una materia tratada con un ideologismo extremo 
que se orientaba a atentar en general contra el Estado.

Hemos  visto  presentaciones  en  las  cuales  se  hacen  grandes  alabanzas 
respecto de los efectos económicos que se habrían obtenido a través de las 
privatizaciones, pero, en general, son bastante ideologizadas. Pero, a mi juicio, 



también es bueno considerar estos otros aspectos del  proceso privatizador, 
tenerlos como contexto.

La  cifra  de  gasto  en  educación  bajó  a  la  mitad.  En un período del  estado 
desarrollista  se llegó a destinar  el  7  por  ciento  del  PIB a gasto público  en 
educación, y se redujo a 2,6 por ciento del PIB durante la dictadura. Incluso 
más,  se bajó a la mitad en el período inmediatamente después del golpe. Se 
redujo a la mitad el gasto público en educación.

Ahora,  tuvo que transcurrir  hasta 1995 para superar nuevamente lo que se 
gastaba en el sistema público de educación a principios de los años 70. El 
deterioro del sistema educacional público atiende todavía al 53,5 por ciento de 
la matrícula en el nivel básico y un 47 por ciento en el nivel medio. Como se 
sabe,  la  política  que  se  ha  implementado  ha  sido  de  privatización  de  los 
servicios públicos y se ha estimulado muy fuertemente el  desarrollo de una 
industria  privada  de  educación  mientras  se  mantiene  restringido  el  sistema 
público.  En  otras  palabras,  una  política  orientada  a  la  privatización  en  el 
sistema público.

Es importante que consideren que esta política de privatización, en el caso del 
sistema  público,  se  mantiene  hasta  el  día  de  hoy.  De  partida,  cuando  se 
implementó  esta  reforma  de  privatización  de  la  educación,  en  1981,  la 
matrícula total del sistema público era de 2,2 millones de alumnos. Una década 
después, en 1990, las matrículas se redujeron a 1,78 millones de alumnos. Es 
decir, el sistema público se redujo en medio millón de alumnos entre 1981 y 
1990 y habíamos visto que la matrícula total había bajado de todo el sistema 
educacional en casi 200 mil alumnos entre el 74 y el 82. O sea, de un sistema 
público que habíamos construido como país se llegó a un gobierno inspirado en 
un ideologismo extremo y desmantelado de una manera brutal con el fin de 
privatizar la educación.

Fíjense que en 1990 se inició la recuperación del gasto público en educación y 
la matrícula total en los niveles mencionados ha crecido en 720 mil alumnos 
desde 1990 hasta  la  fecha,  de  los  cuales  sólo  148 mil  han ido  a colegios 
municipales,  mientras  que  los  colegios  particulares  subvencionados  han 
absorbido 514 mil  nuevas  matrículas.  Puesto  de otra  forma,  de cada cinco 
nuevas plazas de enseñanza básica y media creadas entre 1990 y el 2003, 
cuatro corresponden a colegios particulares y sólo una a colegios municipales. 
Si se considera el período completo desde 1981 al 2003, las matrículas totales 
crecieron  prácticamente  en  un  millón  de  alumnos.  En  cambio,  los  colegios 
públicos redujeron sus matrículas en 193 mil alumnos. 

Estamos  hablando  desde  1981  hasta  2003,  es  decir,  de  una  ideología  de 
privatización que sigue operando en esta materia.

Ahora,  piensen en el  tema del  financiamiento.  Todo el  mundo sabe que la 
subvención se entrega por alumno. Ahora, si cuatro de cada cinco alumnos han 
ido  a  colegios  privados,  entonces,  resulta  que  todo  el  aumento  o  parte 
importante del aumento del financiamiento en educación no ha sido destinado 
al sistema público sino al privado y, sin embargo, hoy, cuando salen los malos 



resultados educacionales, se le echa la culpa a los profesores, a la rigidez del 
sistema público, no sé a cuantas otras cosas más, y se termina diciendo que ha 
sido muy ineficiente el gasto adicional, pero, resulta que la mayor parte de ese 
gasto  ha  sido  destinado  para  los  colegios  privados  que  atendían  en  ese 
momento a la tercera parte de la matrícula.

Estas cifras demuestran que en Chile la privatización no sólo ha afectado a las 
empresas del ámbito de la economía o del ámbito productivo, sino también a 
los servicios públicos, provocando un gravísimo efecto.  Si  ustedes van a la 
plaza Bismarck y se acercan al noble colegio Pedro Montt, un verdadero barco 
insignia de la educación pública de nuestro país, se darán cuenta del olor que 
sale de los baños, que chorrean hacia la calle, y de los vidrios quebrados. Ese 
colegio  posee  un  edificio  bellísimo,  pero  el  Gobierno  no  puede  arreglarlo, 
porque si invierte dinero en él, tiene que invertir el mismo dinero en todos los 
colegios,  lo  que  implica  disponer  el  doble  de  dinero.  O  sea,  seguimos 
atenazados por una ideología que considera que para resolver los problemas 
de la educación la clave es la privatización.

El  gasto  público  se  orienta  principalmente  a  empujar  la  privatización,  en 
circunstancias de que el costo de arreglar el colegio Pedro Montt sería muy 
bajo.  Es  cuestión  de  arreglar  los  baños,  mejorar  un  poco  el  sueldo  a  sus 
profesores, etcétera.

Ahora, ¿cuál es el contexto histórico de la privatización? Todas las empresas 
estatales  fueron  creadas  por  el  Estado  principalmente  durante  el  período 
desarrollista; algunas fueron creadas antes. Por ejemplo, Ferrocarriles fue una 
empresa creada por el Estado a fines del siglo XIX. Esas empresas abordaban 
materias que reflejaban el  progreso alcanzado en virtud  del  nuevo régimen 
económico que existía en el mundo. Los ferrocarriles son la nave insignia del 
capitalismo naciente  en  Inglaterra  y  en  Estados Unidos.  La  electricidad fue 
inventada por el capitalismo naciente en Estados Unidos y en Inglaterra. 

Los capitalistas generalizaron estas industrias nuevas en todas partes.

Pero en Chile teníamos un problema: no teníamos la estructura social  para 
generar ese mismo fenómeno. Éramos un país de campesinos. Los dueños de 
fundos, que eran los empresarios de esa época, ganaron, porque les dio para 
eso.  Ahora,  como alguien tenía que hacer  estas cosas en Chile,  el  Estado 
asumió esa tarea y desarrolló instituciones y empresas. Todo eso terminó con 
el golpe de Estado, oportunidad en que se atentó contra el sector público de 
una  manera  extremadamente  dura.  Parte  de  ello  fue  el  proceso  de 
privatización. Yo preguntaría si no tuvo que ver en ello una circunstancia que, a 
mi juicio, es uno de los problemas graves que todavía tenemos en nuestro país: 
la existencia de una elite con concepciones anarquistas. 

Tenemos una elite que abrazó con un fervor religioso el anarquismo burgués, 
característico del neoliberalismo, que es una deformación, una concepción ultra 
y extrema de esta idea de que al Estado hay que disolverlo.

Ahora,  el  Estado  chileno  jugó  un  papel  muy  importante  en  transformar  la 



estructura  económica y  en  modernizar  la  base de nuestra  sociedad.  Como 
parte de ese proceso, educó a la gente y creó empresas. Pero como parte de 
ese proceso también intervino directamente e implementó la reforma agraria. 
Ahora, aparentemente, algunos no le perdonaron nunca al Estado chileno que 
hubiera ejecutado esta acción modernizadora y, entonces, todavía seguimos en 
nuestro desarrollo bastante tensados por este error. El mundo viene de vuelta 
de las concepciones anarquistas. Hasta Fukuyama, en su último libro, acusa al 
Banco Mundial de promover el terrorismo, porque ha contribuido a desmantelar 
los  Estados  y,  por  tanto,  los  ha  dejado  a  merced  de  los  terroristas.  Ezra 
Suleiman,  director  del  instituto  de  políticas  públicas  de  la  Universidad  de 
Princeton, Estados Unidos, acaba de publicar un libro llamado “Desmantelando 
los Estados Democráticos”, y sale al paso de las teorías de Reagan y Thatcher, 
pero asimismo las de Clinton, Gore y Blair, que bajo la consigna de “Nueva 
Gestión Pública”, se proponen transformar a los ciudadanos en consumidores y 
a  los  Estados  en  empresas  proveedoras  de  servicios.  Volviendo  a  las 
concepciones teóricas de Max Weber, Suleiman concluye que la necesaria y 
conveniente  búsqueda  de  eficiencia  no  puede  significar  desmantelar  los 
Estados, y que cualquier Estado democrático requiere para funcionar de un 
aparato público de significación proporcional al desarrollo del país respectivo, 
así como de una burocracia profesional numerosa y de alta calidad.

Pensamos que el  tema de la Comisión tiene que ver con la probidad, pero 
también  con  cambiar  esta  concepción  privatizadora  que  actualmente  está 
obstaculizando el continuo desarrollo de nuestro país.


